[image: Imagen que contiene Interfaz de usuario gráfica

Descripción generada automáticamente][image: ]




FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
EXPERIENCIA – Noción
i) La experiencia es personal, esto es, se adquiere participando, directa o indirectamente, sin que sea posible no hacerlo y tener experiencia.

ii) La experiencia se puede compartir, sin que implique que la compartida a una persona se entienda suya, ya que dentro del procedimiento contractual se reflejará que esa persona tiene la experiencia de otra, como es el caso de las figuras asociativas   ̶ consorcios y uniones temporales ̶   que se verificará en el documento privado de constitución.

iii) La experiencia se puede transferir, y esto es diferente a compartir, lo que implica que la experiencia de una persona se traslada a otra, y esta última acredita la experiencia como propia, como sucede con la figura que se explicará mas adelante.

iv) Cuando la persona que adquirió la experiencia desaparece o se liquida no es posible que comparta o transfiera su experiencia, porque al ser personal sigue la suerte de quien la adquirió.

SOCIEDADES NUEVAS ‒ Experiencia ‒ Inferior a tres años ‒ Requisitos habilitantes ‒ Desarrollo de la empresa
La parte final del numeral 2.5 del artículo citado incluye una medida diferenciada para las personas jurídicas cuya constitución sea menor a 3 años al momento del registro. Esta prerrogativa, que puede entenderse como una medida de fomento a la participación de pequeños oferentes en la contratación estatal, permite que las sociedades relativamente nuevas ─con menos de 3 años de constitución─ puedan acreditar como experiencia en el RUP la de sus accionistas, socios o constituyentes. […]

La finalidad de esta norma es permitir que las sociedades que no cuentan con la experiencia suficiente para contratar con el Estado puedan apoyarse en la experiencia de sus accionistas, socios o constituyentes con el fin de incentivar la competencia en la contratación estatal. Así las cosas, el socio transfiere la experiencia adquirida directamente a la sociedad de la que es parte, para que esta, como persona jurídica independiente, pueda cumplir con los requisitos habilitantes o puntuables que establezcan las entidades estatales en sus procesos de contratación, y de esta forma promover el desarrollo de la empresa y la pluralidad de oferentes en la contratación pública.

EXPERIENCIA – Conservación – Sociedades – Menor a 3 años de constitución 
[…] en atención al principio general de interpretación según el cual donde el legislador no distingue no le es dado hacerlo al interprete, el hecho de que una sociedad con menos de 3 años de constitución haya hecho uso de la referida prerrogativa en determinado proceso de contratación o entidad, no excluye la posibilidad de que dicha sociedad siga haciendo uso del beneficio en otros procesos de contratación adelantados por otras entidades, incluso una vez vencidos los 3 años de constitución, siempre que no hayan cesado los efectos del RUP por el incumplimiento del deber de renovación.

EQUIPO DE TRABAJO (PERSONAL CLAVE EVALUABLE) – Reglas y mecanismos de acreditación de experiencia – Facultad verificadora – Discrecionalidad técnica y jurídica
De otro lado, en los procesos de selección en los que no resultan aplicables los Documentos Tipo, las entidades estatales conservan la potestad y discrecionalidad técnica para determinar los medios idóneos de acreditación de la experiencia del personal clave evaluable, de acuerdo con la naturaleza y complejidad del contrato. Esta facultad comprende tanto la definición de los documentos que el oferente debe aportar para demostrar la experiencia, como el momento procesal en el cual se verificará dicha información, bien sea durante el proceso de selección o en la etapa de ejecución contractual.

Con todo, para efectos de garantizar la objetividad y veracidad de la información, las entidades pueden establecer mecanismos complementarios de acreditación, como la verificación de aportes a la seguridad social, copias de contratos laborales o de prestación de servicios, o constancias de ejecución emitidas por terceros que hayan participado en el mismo proyecto. Asimismo, los certificados o documentos que acrediten la experiencia del personal clave deben contener, como mínimo, información sobre el contratante, contratista, objeto contractual, principales actividades desarrolladas, fechas de inicio y terminación, nombre y cargo de quien expide la certificación y porcentaje de dedicación.

De esta manera, la entidad no solo puede diseñar distintos medios de acreditación, sino también definir mecanismos de verificación que permitan constatar que las personas que integran el equipo de trabajo realmente adquirieron la experiencia ofertada. Lo relevante, entonces, no es quién expide la certificación, sino que el documento cumpla con los elementos mínimos de validez y permita verificar la experiencia efectiva del profesional propuesto.

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES – Idoneidad – Experiencia
Como el RUP no es exigible en la contratación directa, corresponde a la entidad fijar en los documentos del proceso los criterios para determinar la idoneidad del contratista. Según la Guía para la Elaboración de Estudios del Sector, en los contratos de prestación de servicios profesionales el estudio del sector depende del objeto y de las condiciones de idoneidad o experiencia de la persona natural o jurídica que está en capacidad de ejecutarlo, por lo que el precio no debe ser el único factor de análisis: la entidad debe considerar también la idoneidad y la eficiencia del servicio.

Por lo tanto, según lo determine la Entidad Estatal y de acuerdo con las características del proceso, la entidad puede considerar, como parte de la idoneidad de la persona jurídica, la formación y experiencia de los socios, directivos o profesionales que ejecutarán el objeto del contrato, lo cual puede ser especialmente relevante en servicios de naturaleza intelectual. Esto puede ser especialmente relevante cuando se trate de servicios de naturaleza intelectual. En todo caso, en este supuesto el proveedor no presenta la experiencia de esas personas como si fuera la experiencia de la sociedad. Una es la experiencia de la persona jurídica y otra es la de las personas naturales que actúen como sus socios, pues la experiencia es personal e intransferible, salvo en los supuestos en que la norma lo permite.

























Bogotá D.C., 25 de septiembre de 2026
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Señor
Gabriel Jaime Dávila Gómez
Bogotá D.C.
	
	
Concepto C-1333 de 2026


	Temas:                  
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	Radicación:              
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_08_24_011226



Estimado señor Dávila: 
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 22 de agosto 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“[…] SUPUESTO GENERAL DE LA CONSULTA
Una persona natural cuenta con una extensa experiencia profesional adquirida durante su vinculación legal y reglamentaria con una entidad pública. Durante dicha trayectoria desempeñó, entre otras, funciones de asesoría de alto nivel, gerencia y coordinación de proyectos, sistemas de información, planeación, formulación y seguimiento de proyectos, gestión institucional y actividades relacionadas con procesos de contratación.
Esa experiencia se encuentra acreditada mediante certificación oficial expedida por la entidad pública, en la cual constan cargos, períodos, dependencias y funciones.
Posteriormente, esta persona constituye una sociedad comercial de la cual es socio fundador y participa directamente en la dirección y prestación de los servicios profesionales ofrecidos por la empresa.
Con fundamento en este supuesto, respetuosamente formulamos las siguientes preguntas:
1. EXPERIENCIA DE SOCIOS DE SOCIEDADES CON MENOS DE TRES AÑOS
Para efectos del numeral 2.5 del artículo 2.2.1.1.1.5.2 del Decreto 1082 de 2015, cuando se permite a una persona jurídica con menos de tres años de constituida acreditar la experiencia de sus accionistas, socios o constituyentes, ¿la expresión “experiencia” comprende exclusivamente aquella derivada de contratos celebrados y ejecutados previamente por el socio o también puede comprender experiencia profesional adquirida mediante una relación legal y reglamentaria como servidor público, debidamente certificada por la respectiva entidad?
2. EXPERIENCIA PROFESIONAL DEL SOCIO FUNDADOR
En caso de que dicha experiencia profesional como servidor público no pueda incorporarse como experiencia contractual de la persona jurídica en el Registro Único de Proponentes, ¿puede una sociedad utilizar y acreditar esa experiencia como experiencia profesional de su socio fundador cuando este participa efectivamente en la dirección o ejecución del contrato como gerente, director, experto, asesor o integrante del equipo de trabajo?
3. EXPERIENCIA DEL EQUIPO DE TRABAJO
En los procesos de selección en los que resulte jurídicamente procedente evaluar la experiencia de los profesionales que conforman el equipo de trabajo, ¿puede una persona jurídica de reciente constitución acreditar la experiencia profesional previa de su socio fundador como experiencia de un director, gerente, experto o profesional clave, aun cuando dicha experiencia haya sido adquirida antes de la constitución de la sociedad y durante el ejercicio de un empleo público?
4. CONTRATACIÓN DIRECTA DE SERVICIOS PROFESIONALES
Tratándose de contratos de prestación de servicios profesionales celebrados mediante contratación directa con una persona jurídica, conforme al artículo 2.2.1.2.1.4.9 del Decreto 1082 de 2015, ¿puede la entidad estatal, para efectos de verificar la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate, considerar la experiencia profesional debidamente acreditada de los socios, directivos o profesionales que integran la organización y que ejecutarán materialmente las obligaciones contractuales?
5. DIFERENCIACIÓN JURÍDICA DE LAS EXPERIENCIAS
Finalmente, agradeceríamos precisar la diferencia que debe observar una entidad contratante entre:
- experiencia propia del proponente;
- experiencia aportada por el socio de una persona jurídica con menos de tres años;
- experiencia profesional individual de un socio o directivo;
- experiencia del equipo de trabajo o personal clave; y
- experiencia o idoneidad considerada para la contratación directa de servicios profesionales con una persona jurídica.
El interés de la consulta es establecer el mecanismo jurídicamente adecuado para que una sociedad de reciente constitución pueda aprovechar legítimamente el conocimiento y experiencia profesional de las personas que la integran, sin atribuir a la sociedad una experiencia contractual que jurídicamente no le corresponda.
Agradecemos especialmente que la respuesta indique, en lo posible, las disposiciones normativas, conceptos o jurisprudencia administrativa que resulten aplicables”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición, su consulta se resolverá dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

1. Problema planteado:

[bookmark: _Hlk199424158]De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿cuál es el alcance del numeral 2.5 del artículo 2.2.1.1.1.5.2 del Decreto 1082 de 2015 respecto de la experiencia transferida por un socio, accionista o constituyente a la persona jurídica?; ii) ¿en qué consiste y cuál es el alcance de la experiencia del personal clave evaluable?; y iii) ¿cuál es el alcance de la verificación de idoneidad en los contratos de prestación de servicios?

2. Respuesta:

	i. La parte final del numeral 2.5 del artículo 2.2.1.1.1.5.2 del Decreto 1082 de 2015 incluye una medida diferenciada para las personas jurídicas cuya constitución sea menor a tres (3) años al momento del registro. Esta medida les permite acreditar como experiencia en el RUP la de sus accionistas, socios o constituyentes. La regla de los tres años está contenida en el mismo numeral que regula los certificados de experiencia exigidos para la inscripción. Por tanto, no crea una categoría distinta de experiencia, sino que amplía el titular de la experiencia que puede inscribirse, sin modificar su naturaleza. En esta medida, según la redacción de la norma, lo que el socio puede transferir a la sociedad es la experiencia derivada de contratos celebrados y ejecutados para proveer bienes, obras o servicios, clasificados con el Clasificador de Bienes y Servicios, valorados en SMMLV y certificados por los terceros contratantes.
En consecuencia, la experiencia adquirida en virtud de un vínculo laboral, sea mediante una relación legal y reglamentaria o mediante un contrato de trabajo, no se encuentra incluida en el supuesto de hecho de la norma, pues en esa relación jurídica no se proveen bienes, obras o servicios como contratista, sino que se ejercen las funciones de un empleo, cuyo contenido está fijado en la ley, el reglamento y el manual de funciones. En contraste, el supuesto de la norma incluye los contratos que el socio haya celebrado y ejecutado como persona natural para la provisión de bienes, obras o servicios, por ejemplo, mediante contratos de prestación de servicios profesionales.
ii. El personal clave evaluable corresponde al grupo de profesionales que la entidad contratante identifica como esenciales para la adecuada ejecución de un contrato, especialmente en aquellos procesos en los que la calidad técnica del recurso humano es determinante para el éxito del objeto contractual. Se trata de los integrantes del equipo de trabajo cuya formación, experiencia y competencias son objeto de evaluación y asignación de puntaje en el proceso de selección. La posibilidad de evaluar la experiencia y formación del equipo de trabajo no es común a todas las modalidades de selección, sino que encuentra fundamento específico en el concurso de méritos.
En los procesos en los que se aplican Documentos Tipo, se prevé expresamente que la experiencia del personal clave puede acreditarse mediante certificaciones laborales. En los procesos en los que no resultan aplicables, las Entidades Estatales conservan la potestad y discrecionalidad técnica para determinar los medios idóneos de acreditación, así como el momento procesal en el cual se verificará dicha información. En consecuencia, de acuerdo con las reglas que estipule la entidad contratante en los documentos del proceso, el proponente podría cumplir con los requisitos exigidos para el personal clave evaluable acreditando la experiencia y el perfil del socio, incluida la que haya obtenido por la ejecución de contratos laborales, como director, gerente, experto o profesional clave. Esto es así aunque la haya adquirido antes de constituirse la sociedad, siempre que cumpla las condiciones del pliego en cuanto a experiencia general, específica o relacionada con el objeto.
Este supuesto no se refiere al cumplimiento del requisito habilitante de experiencia, y en él no existe una transferencia de experiencia del socio a la empresa proponente. El socio acredita experiencia propia como persona natural para que sea evaluada como parte del personal clave o como miembro de un equipo de trabajo requerido.
iii. Como el RUP no es exigible en la contratación directa, corresponde a la entidad fijar en los documentos del proceso los criterios para determinar la idoneidad del contratista. Según la Guía para la Elaboración de Estudios del Sector, en los contratos de prestación de servicios profesionales el estudio del sector depende del objeto y de las condiciones de idoneidad o experiencia de la persona natural o jurídica que está en capacidad de ejecutarlo, por lo que el precio no debe ser el único factor de análisis: la entidad debe considerar también la idoneidad y la eficiencia del servicio.
Por lo tanto, según lo determine la Entidad Estatal y de acuerdo con las características del proceso, la entidad puede considerar, como parte de la idoneidad de la persona jurídica, la formación y experiencia de los socios, directivos o profesionales que ejecutarán el objeto del contrato, lo cual puede ser especialmente relevante en servicios de naturaleza intelectual. Esto puede ser especialmente relevante cuando se trate de servicios de naturaleza intelectual. En todo caso, en este supuesto el proveedor no presenta la experiencia de esas personas como si fuera la experiencia de la sociedad. Una es la experiencia de la persona jurídica y otra es la de las personas naturales que actúen como sus socios, pues la experiencia es personal e intransferible, salvo en los supuestos en que la norma lo permite.
Dentro de este marco, al tratarse de un análisis que debe realizarse frente a cada asunto particular y concreto, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada Entidad Estatal establecerá la forma de adelantar su gestión contractual y determinará, bajo su propia responsabilidad, los aspectos objeto de consulta, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente definir, autorizar o validar esa decisión.



3. Razones de la respuesta:

i. La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente puso a disposición de los interesados del Sistema de Compra Pública el Manual para determinar y verificar requisitos habilitantes en los procesos de contratación, en el que se establecen las definiciones de cada requisito habilitante y se dan lineamientos sobre lo que las entidades pueden hacer para establecerlos. En relación con la experiencia, el Manual se centra en su carácter personal, lo cual significa que la experiencia se obtiene en razón de la participación, con anterioridad, en actividades que le permitieron conocer cómo ejecutar determinado objeto contractual, que la entidad ahora pretende satisfacer[footnoteRef:2]. [2:  Conforme al Manual para determinar y verificar requisitos habilitantes en los procesos de contratación, la experiencia “[…] debe ser entendida como el conocimiento del proponente derivado de su participación previa en actividades iguales o similares a las previstas en el objeto del contrato con contratantes públicos, privados, nacionales o extranjeros. La experiencia puede ser adquirida directamente de manera singularizada o en asocio con otras personas, como es el caso de los proponentes plurales, cuya experiencia no deja de ser personal, sino que, por tratarse de esquemas asociativos, se evalúa de forma proporcional a la participación de los miembros en los respectivos consorcios y/o uniones temporales.
[…]
La experiencia requerida en un Proceso de Contratación debe ser adecuada y proporcional a la naturaleza del contrato, su valor, complejidad y riesgo. La experiencia es adecuada cuando es afín al tipo de actividades incluidas dentro del objeto del contrato a celebrar. Por ejemplo, si es para prestar un servicio de aseo general, el proponente debe tener experiencia en tal servicio, sin que sea relevante el lugar en el cual lo haya ejecutado o quién fue el contratante.
De otra parte, la experiencia es proporcional cuando tiene relación con el alcance, la cuantía, riesgo y la complejidad del negocio a celebrar. Por ejemplo, en una obra pública con un presupuesto oficial de 100 SMMLV, la experiencia exigida es proporcional si se exige que los proponentes hayan participado en Procesos de Contratación con cuantías similares”.] 

Lo anterior es determinante, porque no es posible adquirir la experiencia si en la práctica no se han ejecutado actividades similares previas; y precisamente de la experiencia se deriva el conocimiento del proponente, y para la contratación pública es importante, pues ello garantiza que no habrá improvisación ni mayores costos por errores o dificultades originadas en realizar una actividad por primera vez. Adicionalmente, el Manual explica que la experiencia puede obtenerse directamente o por participar asociado con otra persona, como es el caso de los proponentes plurales, en cuyo evento la experiencia no deja de ser personal, sino que es proporcional a la participación como miembro de un consorcio o unión temporal, donde por tratarse de esquemas asociativos la experiencia es compartida. Por otra parte, la Agencia recomienda que la experiencia que se solicite sea proporcional y no igual al objeto que se va a contratar, ya que esto puede limitar la participación de los proveedores por no haber ejecutado un objeto igual pero sí similar, lo que ayuda a que exista pluralidad de oferentes. 
Finalmente, pueden extraerse cuatro (4) conclusiones relevantes respecto de la experiencia: 
a) La experiencia es personal, esto es, se adquiere participando, directa o indirectamente, sin que sea posible adquirirla sin hacerlo.
b) La experiencia se puede compartir, sin que implique que la compartida a una persona se entienda suya, ya que dentro del procedimiento contractual se reflejará que esa persona tiene la experiencia de otra, como es el caso de las figuras asociativas  –consorcios y uniones temporales–  que se verificará en el documento privado de constitución[footnoteRef:3]. [3:  Esta conclusión cambió respecto del concepto C – 002 del 20 de febrero de 2020, para adecuarla a un mejor entendimiento de las normas sobre la experiencia.] 

c) La experiencia se puede transferir, y esto es diferente de compartir, lo que implica que la experiencia de una persona se traslada a otra, y esta última acredita la experiencia como propia.
d) Cuando la persona que adquirió la experiencia desaparece o se liquida, no es posible que comparta o transfiera su experiencia, porque al ser personal sigue la suerte de quien la adquirió.
Ahora, el RUP fue creado por el artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 y constituye el medio idóneo para verificar las condiciones de los proponentes en procesos de contratación pública. Este registro, conforme a lo señalado por la Corte Constitucional, es administrado por las Cámaras de Comercio y la actividad relacionada en el mismo está “sometid[a] a los principios de la función administrativa y de contratación estatal”[footnoteRef:4].  [4:  Corte Constitucional. Sentencia C - 259 del 11 de marzo 2008. M.P. Jaime Córdoba Triviño. ] 

El artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 señala que el RUP “es plena prueba de las circunstancias que en él se hagan constar y que hayan sido verificadas por las Cámaras de Comercio”; es decir, establece una regla probatoria en lo que se refiere a las condiciones de los proponentes contenidas en el registro, y asigna la competencia a las cámaras para verificarlas. 
La norma impuso la obligación a todos los proponentes de inscribirse en el Registro Único de Proponentes, salvo en los casos de contratación directa, contratos para la prestación de servicios de salud, contratos de mínima cuantía, enajenación de bienes del Estado, y los contratos que tengan por objeto la adquisición de productos de origen o destinación agropecuaria que se ofrezcan en bolsas de productos legalmente constituidas. De igual forma, están exceptuados los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e industriales propias de las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta, y los contratos de concesión de cualquier índole.
	Asimismo, correlativo a este deber de los proponentes, la norma impuso a las cámaras de comercio la obligación de verificar los requisitos habilitantes de quienes se registren. El inciso 2 del numeral 6.1. le otorga carácter de plena prueba a la información contenida en el registro que haya sido verificada por las cámaras de comercio y, además, dispuso que la verificación de las condiciones de que trata el numeral 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 se demostrará “exclusivamente con el respectivo certificado del RUP en donde deberán constar dichas condiciones”. 
En consecuencia, la norma dispone que a las entidades les está prohibido exigir otros documentos para efectuar la inscripción en el registro, salvo lo dispuesto en el inciso 3 del numeral 6.1.del artículo 6 de la Ley 1150 de 2007, en el que se prevé que la entidad podrá verificar requisitos adicionales a los contenidos en el registro cuando se requiera en virtud de la naturaleza del objeto a contratar. La norma señala que solo en este último evento la entidad podrá hacer la verificación en forma directa, es decir, cuando por el objeto del contrato se requieran verificar requisitos adicionales a los contenidos en el registro.  

ii. El artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 dispone que la capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, capacidad financiera y de organización de los proponentes serán objeto de verificación por parte de las entidades como requisitos habilitantes para participar en los procesos de selección y no otorgarán puntaje. Lo anterior, con excepción de la selección de consultores mediante un concurso de méritos, donde es posible otorgar puntaje al criterio de experiencia. 
Por su parte, el artículo 6 de la Ley 1150 de 2007 señala que todas las personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, domiciliadas o con sucursal en Colombia, que aspiren celebrar contratos con las entidades deberán estar inscritas en el Registro Único de Proponentes. En dicho registro constará la información relacionada con la experiencia, capacidad jurídica, financiera y de organización del proponente y su clasificación. 
El “Manual para determinar y verificar requisitos habilitantes en los procesos de contratación” define la experiencia como “el conocimiento del proponente derivado de su participación previa en actividades iguales o similares a las previstas en el objeto del contrato”. Por su parte, el Decreto 1082 de 2015, en el artículo 2.2.1.1.1.5.2, numeral 2.1, establece que si una persona natural se inscribe en el RUP aportará los certificados de experiencia en provisión de bienes, obras y servicios, los cuales deben ser expedidos por terceros que hayan recibido tales bienes, obras y servicios, y deben corresponder a contratos ejecutados o copias de los contratos cuando el interesado no puede obtener tal certificado[footnoteRef:5].   [5:  “Artículo 2.2.1.1.1.5.2: Información para inscripción, renovación o actualización. El interesado debe presentar a cualquier cámara de comercio del país una solicitud de registro, acompañada de la siguiente información. La cámara de comercio del domicilio del solicitante es la responsable de la inscripción, renovación o actualización correspondiente:
[…]
2.1.   Bienes, obras y servicios que ofrecerá a las Entidades Estatales, identificados con el Clasificador de Bienes y Servicios en el tercer nivel”.] 

El interesado debe indicar en cada certificado, o en cada copia de los contratos, los bienes, obras y servicios a los cuales corresponde la experiencia que pretende acreditar, identificándolos con el Clasificador de Bienes y Servicios, en el tercer nivel. La parte final de ese numeral 2.5. indica que “Si la constitución del interesado es menor a tres (3) años, puede acreditar la experiencia de sus accionistas, socios o constituyentes”. De este modo, la parte final del numeral 2.5 del artículo citado incluye una medida diferenciada para las personas jurídicas cuya constitución sea menor a tres (3) años al momento del registro. Esta prerrogativa, que puede entenderse como una medida de fomento a la participación de pequeños oferentes en la contratación estatal, permite que las sociedades relativamente nuevas ─con menos de tres (3) años de constitución─ puedan acreditar como experiencia en el RUP la de sus accionistas, socios o constituyentes.
A pesar de que la experiencia es inherente a la persona que la ha obtenido e intransferible, en virtud de su carácter personalísimo, por disposición legal o reglamentaria existen casos excepcionales, como el descrito anteriormente. La finalidad de esta norma es permitir que las sociedades que no cuentan con la experiencia suficiente para contratar con el Estado puedan apoyarse en la experiencia de sus accionistas, socios o constituyentes con el fin de incentivar la competencia en la contratación estatal. Así las cosas, el socio transfiere la experiencia adquirida directamente a la sociedad de la que es parte, para que esta, como persona jurídica independiente, pueda cumplir con los requisitos habilitantes o puntuales que establezcan las Entidades Estatales en sus procesos de contratación, y de esta forma promover el desarrollo de la empresa y la pluralidad de oferentes en la contratación pública.
Sobre el supuesto objeto de consulta, es importante resaltar que la excepción sobre las empresas con menos de tres años está contenida en el mismo numeral que regula los certificados de experiencia exigidos para la inscripción en el RUP. Por tanto, no crea una categoría distinta de experiencia, sino que amplía el titular que puede inscribirla, sin modificar la naturaleza de la experiencia. Por eso, lo que el socio transfiere a la sociedad es la experiencia susceptible de registro, esto es, contratos celebrados y ejecutados para proveer bienes, obras o servicios, clasificados con el Clasificador de Bienes y Servicios y valorados en SMMLV, y certificados por los terceros contratantes. 
En consecuencia, la experiencia adquirida en virtud de un vínculo laboral, sea mediante una relación legal y reglamentaria o mediante un contrato de trabajo, no se encuentra incluida en el supuesto de hecho de la norma que permite que la sociedad acredite la experiencia de sus socios, pues se trata de una relación jurídica en la que no se proveen bienes, obras o servicios como contratista, sino que se ejercen las funciones de un empleo, cuyo contenido está fijado en la ley, el reglamento y el manual de funciones. En este caso, la certificación que expide la entidad, en los términos del Decreto 1083 de 2015, da cuenta de cargos, tiempos y funciones, no de contratos ejecutados con código del Clasificador y su valor. En consecuencia, cuando el socio, accionista o constituyente adquiera este tipo de experiencia en virtud de un vínculo laboral no podrá transferirla a la sociedad que cuenta con menos de tres (3) años de constitución. En contraste, el supuesto de la norma incluye los contratos que el socio haya celebrado y ejecutado como persona natural para la provisión de bienes, obras o servicios, por ejemplo, mediante contratos de prestación de servicios profesionales.
[bookmark: _Hlk67498604]Sobre los efectos en el tiempo de esa experiencia, la Agencia ha precisado que si la persona jurídica con menos de tres (3) años de constituida registra la experiencia de sus socios en el RUP, y éste es renovado, puede continuar utilizando la experiencia inscrita mientras no cesen los efectos del RUP. Por el contrario, si no se renueva y la persona jurídica supera los tres años de constituida, la experiencia que registró de sus socios no puede ser inscrita nuevamente, puesto que el RUP ha cesado sus efectos y la cámara de comercio tiene que hacer nuevamente la verificación documental de la información presentada al momento de inscribirse en el registro.  
Por tanto, en atención al principio general de interpretación según el cual donde el legislador no distingue no le es dado hacerlo al interprete, el hecho de que una sociedad con menos de tres (3) años de constitución haya hecho uso de la referida prerrogativa en determinado proceso de contratación o entidad, no excluye la posibilidad de que dicha sociedad siga haciendo uso del beneficio en otros procesos de contratación adelantados por otras entidades, incluso una vez vencidos los tres (3) años de constitución, siempre que no hayan cesado los efectos del RUP por el incumplimiento del deber de renovación.
Ahora bien, no debe perderse de vista que el numeral 2.5. del artículo 2.2.1.1.1.5.2 del Decreto 1082 de 2015 solo permite que una sociedad acredite la experiencia de quienes tienen la calidad de accionistas, socios o constituyentes durante los primeros tres años de su constitución. Por tanto, esta posibilidad se encuentra condicionada a la existencia del vínculo societario que permite atribuir a la persona jurídica, para efectos del RUP, la experiencia adquirida por quienes tienen dichas calidades. En consecuencia, cuando el accionista, socio o constituyente pierde esa condición, como ocurre, por ejemplo, cuando un socio se retira por venta o cesión de su participación y pierde su calidad de socio, desaparece el presupuesto fáctico que habilitaba a la sociedad para acreditar su experiencia y, por tanto, esta no puede continuar utilizándola como propia.
Esta interpretación además se impone en atención al fin de evitar prácticas corruptas o que atenten contra la transparencia en la contratación estatal, por lo que la experiencia aportada por quien se retira no deberá ser tenida en cuenta por las entidades estatales, y no debería ser utilizada por el proponente en procesos de contratación, ya que es inherente a la persona que la ha obtenido. En ese sentido, si el socio se retira de la sociedad por venta o cesión de su participación accionaria, no puede vender o ceder su experiencia para que el adquirente o cesionario de la participación accionaria la aporte a la sociedad. En este contexto, dicha conclusión se aplicaría con independencia del estado particular en que se encuentre el RUP y atendiendo a la existencia del vínculo societario que permite acreditar la experiencia.

iii. La imposibilidad de inscribir en el RUP la experiencia derivada del vínculo laboral para transferirla a la sociedad con menos de tres (3) años de constitución no significa que esa experiencia no pueda ser presentada directamente por el socio para el cumplimiento de requisitos en un proceso de contratación particular que así lo exija. Este supuesto se diferencia entonces de la transferencia de la experiencia a la sociedad, quien la acredita como propia para cumplir el requisito habilitante.
Esto ocurre, por ejemplo, en la calificación de la experiencia del interesado y la del equipo de trabajo en los proceso que se adelantan mediante la modalidad de selección del concurso de méritos. La posibilidad de evaluar la experiencia y formación del equipo de trabajo no es común a todas las modalidades de selección, pero encuentra fundamento en dicha modalidad dado que la idoneidad técnica del personal propuesto constituye un elemento esencial del proceso. Esto se debe al componente intelectivo y especializado de la actividad a contratar, pues la consultoría es la labor desarrollada por una “persona experta en una materia sobre la que asesora profesionalmente[footnoteRef:6]”. [6:   Consultado en: https://www.rae.es/drae2001/consultor
 ] 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 32, numeral 2, los contratos de consultoría son aquellos que suscriben las Entidades Estatales que se refieran a los estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como las asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión. Así mismo, son contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y proyectos.
Bajo este entendimiento, el aspecto fundamental para identificar los contratos estatales de consultoría es el carácter ampliamente técnico de su contenido, que se diferencia de otros tipos contractuales, como el de prestación de servicios –apoyo a la gestión, servicios profesionales o de ejecución de trabajos artísticos–. El procedimiento de selección de concurso de méritos, aplicable para la escogencia de consultores está reglamentado por el artículo 2.2.1.2.1.3.2. del Decreto 1082 de 2015, modificado por el Decreto 399 de 2021.  Al respecto, el numeral 1.1 de dicha norma dispone: “La Entidad Estatal en los pliegos de condiciones debe indicar la forma como calificará, entre otros, los siguientes criterios: a) la experiencia del interesado y del equipo de trabajo y b) la formación académica del equipo de trabajo” [Énfasis por fuera del texto], excluyendo el precio como factor de escogencia.
Conforme a esto, los factores ponderables en un proceso de selección de concurso de méritos –esto es, los que determinan la escogencia entre los proponentes habilitados–, son la experiencia del interesado y su equipo de trabajo, así como la formación académica. De acuerdo con esta normativa, en el momento de la elaboración de los pliegos de condiciones se debe señalar cómo se calificarán estos factores. Usualmente en los procesos de selección para la contratación de una consultoría se solicita que en la oferta presentada por el proponente se incluya el desglose del equipo profesional que participará en la ejecución del contrato, lo que suele incluir la distribución del personal y el tiempo de dedicación que tendrá al proyecto, permitiendo a las entidades contratantes estimar la disponibilidad efectiva de los recursos humanos propuestos.
En consecuencia, el consultor, en su calidad de contratista del Estado, tiene el deber de contratar al personal con el que adelantará las actividades pactadas en el contrato adjudicado, de acuerdo con los términos en que haya presentado la oferta a la Entidad Estatal, siendo la oferta presentada por el proponente y aceptada por la Entidad Estatal, la que lo obliga a contratar ya sea mediante un contrato de carácter civil como la prestación de servicios o mediante vínculo laboral a los miembros del equipo, con el fin de garantizar la ejecución de las actividades a las que se obligó el proponente cuando presentó su oferta.
En ese contexto, en materia de contratación estatal, el personal clave evaluable corresponde al grupo de profesionales que la entidad contratante identifica como esenciales para la adecuada ejecución de un contrato, especialmente en aquellos procesos en los que la calidad técnica del recurso humano es determinante para el éxito del objeto contractual. Se trata de los integrantes del equipo de trabajo cuya formación, experiencia y competencias son objeto de evaluación y asignación de puntaje en el proceso de selección, razón por la cual su sustitución solo procede de manera excepcional y debidamente justificada.
De hecho, en los procesos de selección en los que se aplican Documentos Tipo[footnoteRef:7], adoptados por la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente–, se prevé expresamente que la experiencia del personal clave puede acreditarse mediante certificaciones laborales–, siempre que el profesional haya adquirido dicha experiencia en el marco de una relación laboral o contractual con la empresa. [7:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Documentos Tipo: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo ] 

De otro lado, en los procesos de selección en los que no resultan aplicables los Documentos Tipo, las Entidades Estatales conservan la potestad y discrecionalidad técnica para determinar los medios idóneos de acreditación de la experiencia del personal clave evaluable, de acuerdo con la naturaleza y complejidad del contrato. Esta facultad comprende tanto la definición de los documentos que el oferente debe aportar para demostrar la experiencia, como el momento procesal en el cual se verificará dicha información, bien sea durante el proceso de selección o en la etapa de ejecución contractual.
Con todo, para efectos de garantizar la objetividad y veracidad de la información, las entidades pueden establecer mecanismos complementarios de acreditación, como la verificación de aportes a la seguridad social, copias de contratos laborales o de prestación de servicios, o constancias de ejecución emitidas por terceros que hayan participado en el mismo proyecto. Asimismo, los certificados o documentos que acrediten la experiencia del personal clave deben contener, como mínimo, información sobre el contratante, contratista, objeto contractual, principales actividades desarrolladas, fechas de inicio y terminación, nombre y cargo de quien expide la certificación y porcentaje de dedicación.
De esta manera, la entidad no solo puede diseñar distintos medios de acreditación, sino también definir mecanismos de verificación que permitan constatar que las personas que integran el equipo de trabajo realmente adquirieron la experiencia ofertada. Lo relevante, entonces, no es quién expide la certificación, sino que el documento cumpla con los elementos mínimos de validez y permita verificar la experiencia efectiva del profesional propuesto.
En los procesos cobijados por Documentos Tipo, Colombia Compra Eficiente ha previsto dos instrumentos que ilustran esta práctica: el Formato No. 8, “Aceptación y cumplimiento de la formación y experiencia del personal clave evaluable”, mediante el cual el representante legal del oferente declara el cumplimiento de los requisitos exigidos, y el Formato No. 9, “Compromiso de acreditar la experiencia y formación adicional del personal clave evaluable”, que permite que el oferente se obligue a acreditar dicha experiencia durante la ejecución contractual.
En consecuencia, de acuerdo con las reglas que estipule la entidad contratante en los documentos del proceso, el proponente podría cumplir con los requisitos exigidos para el personal clave evaluable acreditando la experiencia y el perfil del socio, incluyendo la que haya obtenido por vínculos laborales. Esto es así aunque la haya adquirido antes de constituirse la sociedad, siempre que cumpla las condiciones del pliego en cuanto a experiencia general, específica o relacionada con el objeto, así como los documentos que para ello se exijan. Es importante reiterar que este supuesto no se refiere al cumplimiento del requisito habilitante de experiencia y que no existe una transferencia de experiencia del socio a la empresa proponente, como si ocurre cuando la sociedad  con menos de tres (3) años de constitución acredita como experiencia propia la de sus accionistas, socios o constituyentes. En el caso del concurso de méritos, el socio acredita la experiencia de manera personal para que sea evaluada como parte del personal clave o como miembro de un equipo de trabajo requerido. 

iv. El contrato de prestación de servicios es un contrato estatal típico regulado en el artículo 32.3 de la Ley 80 de 1993. Es definido como aquel que “celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad”. Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable. La celebración de dicho contrato debe efectuarse a través de la modalidad de contratación directa. 
El artículo 2.2.1.2.1.4.9. del Decreto 1082 de 2015, establece que “Las Entidades Estatales pueden contratar bajo la modalidad de contratación directa la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión con la persona natural o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato, siempre y cuando la Entidad Estatal verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área que se trate […]”. En este sentido, establece como condición para la celebración de este particular tipo de contratos que la Entidad Estatal verifique que el contratista tenga la “la idoneidad y la experiencia requerida y relacionada con el área de que se trate” el respectivo objeto contractual. Lo anterior supone que la Entidad Estatal establezca en los estudios previos unos parámetros mínimos de idoneidad y experiencia, a partir de los cuales puedan constatar la aptitud del aspirante contratista, los cuales deberán ser adecuados y proporcionales a la naturaleza del contrato a suscribir y a su valor, de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007.
Se trata de un contrato típico, ya que se encuentra definido en la ley. Sus principales características son: 
a) Solo puede celebrarse para realizar “actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad”, es decir, que hagan parte de su giro ordinario o quehacer cotidiano; 
b) admite que se suscriba tanto con personas naturales, como con personas jurídicas. Sin embargo, cuando pretenda celebrarse con una persona natural, la entidad estatal debe justificar en los estudios previos que las actividades que buscan encomendarse a aquella “no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados”; 
c) si bien se celebra para obtener la prestación personal de un servicio, se diferencian del contrato de trabajo en que quien celebra el contrato de prestación de servicios profesionales debe mantener autonomía e independencia en la ejecución de la labor, lo que significa que no puede existir la subordinación y dependencia que es uno de los elementos constitutivos del vínculo laboral; 
d) debe ser temporal; 
e) hacen parte del género denominado contratos de prestación de servicios, dentro del cual también se ubican, como especies, los contratos de prestación de servicios de apoyo a la gestión y los contratos de prestación de servicios artísticos; 
f) su celebración debe realizarse a través de la modalidad de contratación directa; 
g) para su celebración no se requiere la expedición del acto administrativo de justificación de la contratación directa; 
h) admite el pacto de cláusulas excepcionales; 
i) en él no es obligatoria la liquidación; 
j) para su celebración no se requiere inscripción en el Registro Único de Proponentes (RUP); 
k) en él no son necesarias las garantías.
Es importante resaltar que el RUP no es exigible en la contratación directa, de modo que corresponde a la entidad fijar los criterios para determinar la idoneidad del proponente en los documentos del proceso. La Agencia ha precisado en la Guía para la Elaboración de Estudios del Sector que en un contrato de prestación de servicios profesionales el Estudio del Sector depende del objeto del contrato y de las condiciones de idoneidad y/o experiencia que llevan a contratar a la persona natural o jurídica que está en condiciones de desarrollar dicho objeto, por lo cual el precio no debe ser el factor exclusivo de análisis, pues la entidad debe considerar elementos como la idoneidad y la eficiencia del servicio. 
Por lo tanto, según lo determine la Entidad Estatal y de acuerdo con las características particulares del proceso, la entidad puede verificar como parte de la idoneidad de la persona jurídica, entre otros aspectos, la formación y experiencia de los socios, directivos o profesionales que ejecutarán el objeto del contrato. Esto puede ser especialmente relevante cuando se trate de servicios de naturaleza intelectual. En este supuesto, según la etapa de planeación, los estudios previos pueden identificar los perfiles requeridos para la ejecución, incluyendo la experiencia y formación requerida. En todo caso, en este supuesto el proveedor no presenta la experiencia de esas personas como si fuera la experiencia de la sociedad. Como se expuso antes, una es la experiencia de la persona jurídica y otra es la de las personas naturales que actúen como sus socios, pues la experiencia es personal e intransferible, salvo en los supuestos que la norma lo permite, como es el caso de la acreditación de la experiencia de los accionistas, socios o constituyentes por parte de las sociedades que tienen menos de tres (3) años de constitución. 
v. En suma, los supuestos objeto de consulta se distinguen así:
a) La experiencia del proponente: su titular es la persona natural, jurídica o el proponente plural que participa en el proceso de contratación. Su fuente son los contratos celebrados y ejecutados por dichas personas con terceros contratantes y se acredita, por regla general, con el RUP cuando es exigible, o con los documentos que defina la entidad. Es un requisito habilitante que permite determinar si el proponente tiene la capacidad para ejecutar el objeto contractual.
b) Experiencia del socio inscrita como experiencia de la sociedad: corresponde al supuesto excepcional en el que la norma permite que el accionista, socio o constituyente transfiera su experiencia a la sociedad cuando esta tiene menos de tres (3) años de constitución. Su uso depende de que la persona conserve la calidad de socio y de que no cesen los efectos del RUP. Cuando se cumplen estos supuestos, la sociedad acredita esa experiencia como propia y, por tanto, se trata de experiencia del proponente.
c) Experiencia profesional individual del socio o directivo: pertenece a la persona natural y puede provenir de vínculos laborales o contractuales. No se transfiere a la sociedad ni se inscribe en el RUP, y solo produce efectos directos cuando los documentos del proceso exigen o valoran la experiencia del equipo de trabajo o del personal clave.
d) Experiencia del equipo de trabajo o personal clave: es la experiencia individual y personal de los profesionales ofrecidos, sean socios, empleados o contratistas del proponente. Se acredita con hojas de vida y certificaciones laborales o contractuales, en los términos del pliego de condiciones, y se valora, por ejemplo, en el concurso de méritos. Esta experiencia se distingue de la de la sociedad proponente.
d) Idoneidad y experiencia en la contratación directa de servicios profesionales con personas jurídicas: la entidad puede considerar la experiencia de la sociedad y la de los socios, directivos o profesionales que prestarán materialmente el servicio como parte de la verificación de la idoneidad del contratista, de acuerdo con una adecuada planeación y las particularidades del proceso. No requiere RUP, y la entidad la verifica directamente con los soportes que defina. También en este caso la experiencia de los socios es distinta de la de la sociedad.
En síntesis, la sociedad solo acredita como propia la experiencia de sus socios, accionistas o constituyentes cuando tiene menos de tres años de constitución y se cumplen los requisitos que para ello establece el artículo 2.2.1.1.1.5.2 del Decreto 1082 de 2015, entre los cuales se incluye que se trate de experiencia en contratos para la provisión de bienes, obras y servicios. Cuando la entidad valora la experiencia del socio como personal clave o miembro del equipo de trabajo, o la considera para verificar la idoneidad de la sociedad en un contrato de prestación de servicios, esa experiencia se acredita a título personal y no se transfiere a la sociedad.
Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados en adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Ley 80 de 1993, artículo 32, numerales 2 y 3.
· Ley 1150 de 2007, artículo 5, numerales 1 y 4.
· Ley 1150 de 2007, artículo 6, numeral 6.1, incisos 2 y 3.
· Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.5.2, numerales 2.1 y 2.5.
· Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.3.2, modificado por el Decreto 399 de 2021.
· Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.9.
· Decreto 399 de 2021.
· Decreto 1083 de 2015.
· Corte Constitucional, Sentencia C-259 del 11 de marzo de 2008, M.P. Jaime Córdoba Triviño.
· AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Documentos Tipo: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha pronunciado sobre la acreditación de la experiencia de los socios por una sociedad nueva con menos de 3 años de constitución en los conceptos C-025 del 16 de marzo de 2020, C-051 del 2 de marzo de 2020, C-165 del 1 de abril de 2020, C-233 del 16 de abril de 2020, C-407 de 12 de junio de 2020, C-398 de 30 de junio de 2020, C-470 del 14 de julio de 2020, C-511 del 18 de agosto de 2020, C-584 de 31 de agosto 2020, C-619 de 21 de septiembre 2020, C-710 del 9 de diciembre de 2020, C-717 del 10 de diciembre de 2020, C-729 del 11 de diciembre de 2020, C-103 del 24 de marzo del 2021, C-140 del 9 de abril del 2021, C-230 del 25 de mayo de 2021, C-316 del 29 de junio de 2021, C-318 del 29 de junio de 2021, C-326 del 2 de julio de 2021, C-593 del 11 de diciembre de 2024, C-1006 del 30 de diciembre de 2024, C-093 del 17 de febrero de 2025, C-121 del 6 de marzo de 2025, C-200 del 25 de marzo de 2025, C-204 del 26 de marzo de 2025, C-670 del 12 de noviembre de 2024, C-804 del 30 de julio de 2025, C-830 del 4 de agosto de 2025, C-1391 del 4 de noviembre de 2025, C-1621 del 17 de diciembre de 2025, C-585 del 14 de mayo de 2026 y CU-1196 del 25 de agosto de 2026. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.   
Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente–  invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrará orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltela aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, le contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltela aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerde también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltela aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quiere seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárguelo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica

Por último, le invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
[image: Texto
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